
IV. Administración y economía conventual

De acuerdo con la crónica del padre Andrés Mesanza, hacia mediados del siglo XVII el Convento 
San José gozaba de una notoria prosperidad, siendo reconocido como “cabeza o casa madre de los 
conventillos llamados de la Costa, [con] hermoso convento, muchos frailes del país y europeos, 
unos cinco P. P. Maestros y otros tantos P. P. Presentados; casa de noviciado y derechos de 
Estudios Generales” (Mesanza, 1936, p. 357). 

El ejercicio de varias actividades administrativas y económicas había posibilitado esa 
bienandanza. En efecto, al sondear las cuentas del Claustro se pude evidenciar que además de 
los ejercicios espirituales y piadosos propios de la vida conventual, la cotidianidad de los frailes 
del Convento estuvo marcada por otras gestiones más terrenales, de las cuales dependían su 
sostenimiento personal y el de sus funciones misionales.

Ingresos del Convento

Uno de los renglones más representativos de la economía del Claustro fue el pago por los servicios 
religiosos prestados a la comunidad cartagenera, así como las limosnas y donativos de los fieles, 
ya fuera en dinero o bienes. Los arriendos (e incluso la venta) de muchas de estas posesiones, 
junto al recaudo de intereses por concepto de empréstitos y censos, fueron otras de las entradas 
más significativas. 
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Los oficios religiosos

Entre los servicios religiosos oficiados por los conventuales de San José, tenemos en primer lugar 
las “vigilias” ofrecidas por la intercesión y la salvación de las almas, o como rogativa por alguna 
gracia especial (por ejemplo, la restauración de la salud de un enfermo). En segundo lugar las 
misas “rezadas” y “cantadas”, las cuales estuvieron destinadas a varios rituales del culto católico, 
entre ellos los de iniciación cristiana (como los bautizos y primeras comuniones) y consagración 
sacramental (como el matrimonio), pero sobre todo como sufragio por la gracia eterna de los 
fieles difuntos.

En algunos casos, individuos o familias (especialmente de las “gentes principales”) daban un 
donativo económico considerable para fundar una capellanía, en cuya contraprestación la Orden 
de Predicadores se comprometía a oficiar cierto número de misas o vigilias por el descanso del 
alma de uno o varios de ellos1.

Aunque los recaudos por concepto de misas pudieran considerarse el nervio del patrimonio 
de cualquier claustro, en el Convento de Cartagena dichas ceremonias se convirtieron en una 
carga que en vez de alimentar las arcas las desangraba. Según una inspección de 1784, para 
ese momento los Padres Predicadores tenían pendiente el compromiso de celebrar un total de 
222 misas cantadas y 4 224 rezadas. La causa de tan notorio represamiento era la pérdida de 
buena parte de los folios del libro de fundaciones atribuida “al calor, polvo, polilla y [otras] 
plagas [propias] de este país, que a todos los paquetes los [volvía] tierra” (APDC, 1784, f. 4). 
Por la destrucción de muchas de las letras y recibos que acreditaban las cuantías recibidas y 
el destino que se les había dado, los conventuales conservaban una larga lista de misas (y sus 
beneficiarios), aunque sin tener certeza de cuánto les redituaba. A ello se sumaban los “crecidos” 
gastos efectuados por varios padres prelados y procuradores, haciendo uso de estas rentas a pesar 

1 La capellanía se puede definir como la fundación hecha por una persona mediante la vinculación 
de un capital (capellanías líquidas), de un bien (capellanías dotales) o de un censo (capellanías censuadas), 
para que con su interés o renta se remunerara a un capellán que quedaba obligado a levantar ciertas cargas 
espirituales, por lo común la celebración de un determinado número de misas anuales o en periodos fijos 
por el alma del fundador, sus deudos y las almas del purgatorio. Además de estos criterios económicos, 
jurídicamente existían dos tipos de capellanías: las colativas o eclesiásticas, en las cuales todos los participantes 
(fundador, capellán y patrón) eran religiosos, siendo entregadas por institución canónica como requisito 
para la ordenación sacerdotal; y las profanas o laicales (llamadas también mercenarias), en las cuales la Iglesia 
no tenía jurisdicción sobre los bienes ni sobre la elección del capellán, limitándose solamente a arbitrar que 
se cumplieran los oficios religiosos pedidos por el fundador (Ferreira, 2001, pp. 28-32).
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del desarreglo de las cuentas. A juicio de algunos “alarifes” o maestros de obra consultados, tan 
solo en la edificación de “la iglesia y clausura” se habían gastado cerca de 200.000 pesos, todos 
tomados de los principales y limosnas “dejados por los antepasados” (APDC, 1784, f. 4).

Visto el notorio alcance de los gravámenes a las entradas, el prior conventual conceptúo que los 
fondos del Claustro no alcanzaban ni para cubrir los gastos básicos de manutención de los 14 frailes 
sacerdotes que residían en él. Según sus cálculos, los principales ascendían por entonces a 75.122 pesos, 
los cuales puestos a rendir a razón del 5 % producían 3.756 pesos de réditos al año. A juicio del padre  
Prior esta cifra (poco más de 300 pesos al mes) a duras penas comprendía los gastos suficientes 
para darles “la comida de medio día y una cosa corta de cena, y no hábitos ni lo más necesario 
para poder vivir” (APDC, 1784, f. 5).

Más aún, repartiendo dichos beneficios entre las misas “contratadas” que estaban por 
decirse, tampoco alcanzaban para adelantar los compromisos pastorales pendientes, y quedaba así 
más de la mitad de ellos sin limosna alguna. En efecto, a razón de 2 pesos las misas rezadas y 10 
las cantadas, los 3.756 pesos de las utilidades apenas alcanzaban para oficiar 1.378 de las primeras 
y 100 de las segundas; de esta manera, quedaban sin decirse (y sin renta que las respaldara) 2.846 
y 122, respectivamente. 

Durante la visita efectuada a comienzos de 1789, el padre fray Juan Antonio Buenaventura 
ordenó hacer un escrutinio todavía más profundo. No obstante la pérdida de muchos documentos, 
“ya por la injuria de los tiempos [o] por la plaga del comején y la polilla que a pesar del cuidado 
[destrozaba y echaba] a perder los archivos enteros” (APDC, 1789a, f. 12), se encontró que desde 
su fundación en 1539 hasta la fecha el Convento tenía acumulado un principal o capital de 193. 468  
pesos. Sin embargo, esta cifra era más aparente que real, pues revisados los rendimientos con la 
expectativa del 5 % anual, es decir, 9.673 pesos, las utilidades se encontraban muy por debajo de 
ese monto, llegando tan solo a 4.305 pesos de “réditos efectivos”.

Una de las causas de ese detrimento era que los religiosos antiguos o fundadores, quienes 
habían recibido de los devotos los recaudos más notorios “en calidad de principales con obligación 
de misas, al mismo tiempo los [habían consumido] en la obra” del Convento, la iglesia y una 
huerta anexa, así como en otros gastos administrativos y de mantenimiento (APDC, 1789a, f. 
12). Según el “prolijo examen” del padre Buenaventura, de las fundaciones de misas (no de sus 
utilidades) se habían tomado en diferentes épocas las rentas para sufragar varias refacciones de 
los edificios (para enmendar daños ocasionados por “guerra, inclemencia del tiempo y erupción 
de la mar”), saldar deudas del Convento y comprar esclavos y ganado vacuno para las haciendas. 
También en la cancelación de honorarios y trámites por traspasos, remates y requerimientos 
a los deudores, y principalmente, en gastos de sacristía y otras “necesidades”. De esta manera, 
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los 107.352 pesos que sumaban todas estas exacciones más los avalúos de las edificaciones del 
Claustro se convirtieron en principales “inexistentes” o que no redituaban renta alguna, sin que 
por esa razón cesara el compromiso de oficiar los sufragios (la mayoría de ellos a perpetuidad) por 
los cuales se habían recibido los dineros.

Según el mismo informe, otro factor que determinó los pobres rendimientos de los caudales 
cobrados por las misas fue el desorden en las tarifas, pues aunque la “costumbre” y un mandato 
sinodal habían establecido como dotación por las anuales un patacón y por las perpetuas cuatro, 
muchas de estas últimas figuraban fundadas con el costo de las primeras. Para el padre visitador 
“la multitud de misas” que aparecían asignadas al Convento se debía a que los “antiguos” frailes, 
“empeñados en perfeccionar los edificios comenzados [y] sin más reflexión que atender la obra” 
(APDC, 1789a, f. 13), buscaron acumular tantos principales como les fue posible, aun aceptando 
dotaciones más limitadas o por debajo del canon común, sin reparar en la inmensa carga que 
iban dejando. 

Así, constreñidos al “poco rédito” que dejaban, los frailes de Cartagena se encontraban ante 
un “rezago de misas” que dado su corto número (apenas 12 o 14 sacerdotes) les resultaba casi 
“infinito”, pues para cumplir con las 8.416 ceremonias pendientes necesitaban una nómina de al 
menos 58 religiosos que las oficiaran a razón de 12 por mes cada uno por todo un año, y aún no 
quedaban cubiertas todas pues permanecían 64 sin rezarse (APDC, 1789a, f. 13)2. 

Donaciones de benefactores y limosnas de feligreses

Durante todo el periodo colonial el Convento de San José percibió de diferentes grupos sociales 
de la Provincia de Cartagena importantes donativos. En las listas de benefactores se puede apreciar 
que feligreses y vecinos pertenecientes a diversas condiciones (laicos, religiosos, solteros, casados, 
etc.) y sectores socioeconómicos (incluso el Santo Oficio), realizaban regularmente aportes en 
dinero que los padres ponían a rendir o redituar. Tan solo en 1799 se registra un capital de 
60.000 pesos transferido por un grupo de más de 80 personas.

Además de estos legados existió otro tipo de limosnas entregadas por los fieles directamente 
en la sacristía de la iglesia de Santo Domingo, con el fin de patrocinar celebraciones eucarísticas 

2 Siguiendo este mismo cálculo, los 14 frailes sacerdotes residentes en San José podrían oficiar a razón 
de 12 misas mensuales cada uno por todo un año, 2.016, quedando sin oficiar 6.400, las cuales, según 
proyectaba el padre Juan Antonio Buenaventura, en un periodo de 50 años se convertirían en 320.000.
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en fiestas y días especiales. Muchos de los bienhechores de estas liturgias pertenecían a sectores 
sociales de los llamados “notables” o “principales”, en algunos casos con filiación directa a 
instituciones o agremiaciones religiosas y civiles. Por ejemplo, según el recibo de sacristía o “tanto 
adventicio” de 1799, el tribunal de la Santa Inquisición entregó 50 pesos para la fiesta de san 
Pedro Mártir, y otros 50 para los sufragios de aniversario y los entierros de sus miembros. El 
mismo “Santo Tribunal” también costeaba 40 pesos para los gastos del pan, vino y cera que se 
usaban en las misas diarias oficiadas por su encargo en una de las capillas del templo. Asimismo, 
el mayordomo de la Junta de Propios (o propietarios) de Cartagena contribuyó con 20 pesos para 
los festejos del día de santa Rosa de Lima todos los 30 de agosto, y de san Luis Bertrán los 9 de 
octubre (APDC, 1799, f. 37).

Otros particulares daban limosnas a través de apoderados o de las capellanías que fundaban. 
Entre otros, podemos citar al Marqués de Villalta, quien por medio de un representante donó 
40 pesos para hacer cercos o barandillas en algunos monumentos3. Por su parte la capellanía de 
la Virgen sufragaba con 24 pesos la fiesta del Rosario el 7 de octubre y con otro tanto igual la 
conmemoración del Tránsito los 15 de agosto, mientras la capellanía de Cristo costeaba algunas 
ceremonias de Semana Santa y la fiesta de Santo Cristo todos los 14 de septiembre (APDC, 1799, 
f. 38).

Algunos feligreses daban sus óbolos auspiciando tanto las refacciones en el templo de 
Santo Domingo, como la adquisición de ornamentos e imágenes religiosas (lienzos y tallas). Al 
parecer, los altares de estuco de la capilla de Cristo y de la Virgen, confeccionados por el maestro 
cartagenero Hermenegildo Ayala, eran piezas muy conocidas. Según rezaban dos losas puestas 
a los pies de estos camarines, uno de ellos fue costeado en 1807 “para la mayor honra y gloria 
de Dios, a devoción de Bernardo Timoteo de Alcázar y Manuela Pereira su esposa”. El otro 
retablo fue auspiciado por el mariscal del Ejército Real y gobernador de la plaza y provincia de 
Cartagena, Anastasio Cejudo Muñoz en 1808 (Báez, s. f. [vol. 6], p. 110).

3 El Marquesado de Villalta fue un título nobiliario concedido por la Casa Real de los Austria en 1668 
a don Gonzalo de Herrera y Tapia de la Torre Cepeda, en ese momento alcalde ordinario de Sevilla. El 
nombramiento de este primer Marqués de Villalta como Gobernador de Cartagena de Indias unió por mucho 
tiempo los destinos de sus sucesivos titulares a América (pues muchos de ellos nacieron y se casaron en Cartagena 
y en Cuba) (Gómez, 2005, p. 45). Según la tradición de la ciudad, fue el Marqués quien sufragó buena parte  
de los gastos necesarios para construir los contrafuertes y estribos sobre los que todavía está cimentada la iglesia de  
Santo Domingo en Cartagena.
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Naturalmente, el flujo y la cuantía de las limosnas y otras ofrendas fueron disminuyendo 
conforme se acentuaba la situación tan “calamitosa” de la ciudad al final del siglo XVIII4. Según 
consta en la relación de limosnas de la iglesia en 1799, por “ser malísimo el tiempo” ese año no 
hubo limosnas para pagar las misas de los viernes ni los novenarios. Además, los frailes tampoco 
pudieron dar razón cierta de los ingresos o propinas por “misas, responsos, vigilias y demás 
asistencias por las que [recibieron] limosnas de la comunidad”, pues la contingencia de aquellos 
“tiempos y circunstancias” hicieron descender aquella cuota al nivel más bajo hasta entonces, 
pasando de un promedio de entre 300 y 400 pesos anuales a solamente 134 pesos (APDC, 1799, 
f. 50). Tan solo el “plato del jueves Santo”, la contribución especialmente dispuesta para ese día, 
había caído de un promedio de hasta 80 pesos recaudados en años anteriores, a solamente 12.

Arrendamientos y aparcerías

El alquiler de diversos bienes urbanos y rurales fue otra de las entradas económicas del Convento 
San José. Hacia finales del siglo XVIII, además de los predios y edificios del Claustro y la iglesia, 
los Padres Predicadores tenían dentro del perímetro de la ciudad once “asesorías” o locales, una 
huerta y tres casas, las cuales estuvieron arrendadas a particulares con no pocas dificultades.

Las “asesorías” o “tiendas de habitación” eran cuartos ubicados en la parte baja de las casas 
de dos plantas5, casi siempre sin ventanas y con una única puerta que daba a la calle, es decir, 

4 De acuerdo con Bauer, no existen aún estudios sistemáticos sobre el monto de los ingresos por 
limosnas en el clero regular y secular de las colonias españolas en América. De todas maneras, este autor 
hace referencia a los datos aportados por Von Humboldt a principios del siglo XIX, quien estimó que 
el convento de franciscanos en la ciudad de México percibía más de 100.000 pesos anuales por dicho 
concepto. Asimismo, el naturalista berlinés calculó que los dominicos de Chiquinquirá en el Nuevo Reino 
de Granada, llegaban a recaudar hasta 20.000 pesos al año en limosnas (1986, p. 22).

5 Paradójicamente, era muy usual que la planta alta e interiores de este tipo de edificaciones fueran 
ocupadas por personas acomodadas o “gentes principales”. Así describe el historiador Marco Dorta las 
llamadas casas altas en Cartagena: “En las casas altas, la planta baja sirve, generalmente, a fines comerciales, y 
está ocupada por tiendas o depósitos, destinándose a vivienda el piso superior. El amplio zaguán da acceso a 
un vestíbulo, del cual arranca la escalera de tipo claustral situada en un ángulo; tras el vestíbulo está el patio, 
claustrado sólo en dos o tres lados para que le refresque la brisa marina, y a continuación viene el 'traspatio' 
o corral, con las habitaciones de la servidumbre y las caballerizas. En la planta alta, la parte frontera a la 
calle está ocupada por el salón, con una alcoba a cada lado y techo de artesa, común a toda la crujía, pues 
los tabiques que forman esas piezas nunca llegan hasta el techo, a fin de que el aire circule con facilidad. En 
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sin acceso a otras partes de las viviendas como los patios, los solares y las letrinas. En ellas era 
usual que se alojaran familias enteras, quienes además de tomarlas como dormitorios y cocinas, 
las convertían en talleres y pulperías6. Las “asesorías” del Convento Dominico estaban ubicadas 
“debajo de las viviendas principales del claustro”, y se alquilaban mensualmente cuatro de ellas a 
5 pesos, otras cuatro a 3 pesos, una a 7 y otra a 4 pesos y 1 real, sumando en teoría una renta de 
47 pesos y 4 reales mensuales (570 pesos al año). Sin embargo, el recibo de este monto casi nunca 
se verificaba completo ni a tiempo, pues siendo los arrendatarios “gentes de la última esfera”, no 
era extraño que se atrasaran con los pagos o aún que se fueran “después de tres o cuatro meses de 
vivir en ellas, llevándose no sólo lo de los alquileres sino hasta las llaves” (APDC, 1799, f. 30). 
Además, no siempre se podían alquilar todos los cuartos al mismo tiempo, y podía estar hasta la 
mitad de ellos desocupados por largos periodos7.

Contiguas al Convento se ubicaban tres casas, cada una de las cuales se arrendaba a 11 pesos 
mensuales, aunque también por “las trampas en los alquileres y tiempos que no se [usaban]” 
(APDC, 1799, f. 31), eran frecuentes las ocasiones en las que no se cumplía el recaudo de los 
396 pesos del rendimiento anual. Finalmente, la huerta o solar ubicada al respaldo del Claustro 
estaba alquilada por 4 pesos al mes, incluida una “casita” por la que se cobraban 6 pesos, pero 
con grandes dilaciones y suspensiones en el desembolso. Tan solo en 1792 el arrendatario Mateo 
Márquez registró una mora en su obligación de casi 28 meses (APDC, 1792d, f. 140).

En zonas adyacentes a la ciudad, el Convento San José era propietario de dos haciendas 
llamadas Arjonita y San Antonio de Sábalos. A diferencia de las haciendas pertenecientes a otros 
conventos de la Orden en el Virreinato, los frailes de Cartagena no administraron directamente 
dichas estancias, sino que recurrieron al sistema de aparcerías y alquiler a particulares.

la antesala o vestíbulo de la planta alta, donde desemboca la escalera, suele encontrarse el 'tinajero', especie 
de alacena con puertas de rejas de madera, donde se ponían las panzudas tinajas que conservaban el agua 
siempre fresca. Es corriente que las casas grandes [tuvieran] entresuelo, donde se guardaban las mercancías 
que podían ser dañadas por la humedad del piso. Estos entresuelos, que suelen ser corto puntual, tienen 
ventanas con rejas a la calle y, a veces, puertas y vanos a una galería volada sobre canecillos y con antepecho 
de baluartes de madera que corre a lo largo de una o más crujía del patio. La abundancia de lluvias impone 
el tejado sobre el cual se alza el 'mirador', torrecilla construida siempre de ladrillo, desde la cual se divisa el 
amplio panorama del mar y la bahía” (1988, p. 255).

6 La falta de agua servida, el uso obligado de bacinicas, la convivencia con animales (perros, gallinas y 
hasta puercos) y las ventas en las aceras, fueron otras características de este tipo de habitaciones.

7 Para 1799, por ejemplo, el monto recaudado por los arriendos de las tiendas apenas llegó a 400 pesos.
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En Sábados, por ejemplo, los dominicos recibían cuotas de arrendamiento de varias familias 
de terrajeros, aunque los aportes se hacían no solo en dinero sino también en especie y en trabajo. 
Caballos, burros, puercos, pollos y huevos engrosaban con regularidad las listas de pagos. Muchos 
de los labradores saldaban con “cabuyas de roza”, medida agraria para señalar un terreno de entre 
25 y 50 brazas de largo (entre 45 y 90 metros) por 4 de ancho (poco más de 7 metros), que en 
este caso se entregaba limpio de malezas y listo para la labranza. Otros pagaban con “jornales de 
palma”, es decir, cortando y preparando las hojas de esta planta para fabricar techos, abriendo 
y limpiando caminos o ayudando en las refacciones de las casas y los corrales de la hacienda. 
También preparando casabe y “hojando” (envolviendo) con bijao los “adorotes” (bultos) de este 
pan, transportando este y otros productos de la hacienda al mercado de Cartagena o alquilando 
sus jumentos, cabalgaduras y carretas para ese fin (APDC, 1795-1797, ff. 166-172)8.

Aún con la posibilidad de abonar a sus deudas con jornales, frutos o animales, muchos 
de los aparceros a duras penas completaban la cuota del alquiler, siendo comunes las huidas 
y tardanzas. Por ello los religiosos de San José optaron por dar en arriendo las haciendas a un 
solo ocupante o inquilino, quien para ello suscribía una escritura en la cual ofrecía alguna 
prenda de garantía o presentaba un fiador que respaldara el compromiso económico con el 
Convento.

Arjonita, por ejemplo, fue arrendada en mayo de 1796 por un periodo de seis años (“tres 
precisos y tres voluntarios”) a Hilario de la Espriella, por un precio de 250 pesos anuales. Además 
de las tierras y la casa principal, los padres entregaban todo el inventario de aparejos, esclavos y 
semovientes, en este caso “60 reces de cría, buenas y gordas, 2 caballos, 4 yeguas, 3 potrancas y 
2 negros esclavos nombrados José Madariaga y su mujer” (APDC, 1796-1802, f. 116). Como 
prenda de hipoteca por los réditos impuestos, el señor de la Espriella ofreció “tierras, caballerizas 
y ganados de su propiedad”.

Por otra parte, según escritura suscrita en mayo de 1800 entre Diego José de Lores, síndico 
apoderado del Convento, y don Juan de Matha Barrasa, la hacienda Sábalos, con todas sus 

8 La Pieza 1 de este expediente: relación de gastos y cobranzas de la comisión de Sábalos. Cartagena, 
20 de junio de 1795. Según parece el casabe era uno de los productos más importantes de estas tierras. En 
un informe del padre procurador Tomás López se saca la cuenta del costo de su fabricación, desde cosechar 
y rallar la yuca hasta transportar los bultos de la hacienda hasta Cartagena. Según el cálculo, la “arrayada” 
y conducción de 58 “adorotes” de casabe costó “treinta y cuatro pesos, un real y cuartillo”, así: “11 pesos 
6 [reales] un cuartillo gastados en un mozo a 2 y ½ reales por 6 días, tres reales dados para comer al negro 
Josecito que le ayudaba, veinte en letras reales al asador, real y un cuartillo de manteca, cinco pesos de cinco 
cabalgaduras y doce reales de la mantención del mozo y cabalgaduras” (APDC, 1795-1797, f. 178).
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“tierras, esclavos, casa y utensilios, [según constaba en] un inventario y avalúo9”, fue alquilada 
por 225 pesos de réditos al año, más unas “mejoras de árboles frutales como plátano, cacao, etc.”, 
por un término “forzoso” de tres años (APDC, 1796-1802, f. 116). 

Al parecer la estrategia de pasar de los terrajes al alquiler a un único locatario no fue tan 
exitosa, pues en Arjonita la escritura se rescindió al menos dos veces (una en 1798 y otra en 
1802), pero bajando el costo del contrato anual de 250 a 175 pesos10. En Sábalos, luego de los 
desmanes acaecidos durante las guerras de Independencia, la hacienda fue tomada por el “monte” 
y su costo de alquiler pasó de 225 pesos al año a solo 100 (APDC, 1817, f. 59).

Esta notoria tendencia a la baja en los cánones de arrendamiento y la práctica de los 
frailes de San José de alquilar y no administrar directamente las haciendas, contrasta con 
el caso de los dominicos residentes en el Convento Universidad de Santo Domingo en 
Tunja, quienes llegaron a tener y conducir diez haciendas y un número superior de granjas 
y potreros. Aunque según los libros de cuentas del Claustro tunjano hacia mediados del 
siglo XVIII el número de estancias se redujo solamente a cuatro, los frailes de Tunja, a 
diferencia de los de Cartagena, sí administraron sus heredades y las hicieron producir con 
mano de obra esclava hasta comienzos del siglo XIX, así fuera más para el consumo interno 
del Convento que para la comercialización (Alzate, 2012, pp. 54-58).

Esta caracterización concuerda con el perfil identificado en casi todas las haciendas de la 
zona andina del Virreinato, las cuales tuvieron una economía de autoabastecimiento y por tanto 
un limitado comercio de sus productos, al contrario de los latifundios de la costa Caribe y del 
Valle del Magdalena, que llegaron a abastecer varios centros urbanos y mineros (Tovar, 1988). 
En ese sentido, las propiedades de los frailes de San José constituyeron una excepción tanto en 
el horizonte de las estancias de otros conventos dominicanos, como en el de las haciendas de la 
Costa, en las cuales se fue entronizando cierta “mentalidad de cálculo”.

La hipótesis que ofrece Alzate con relación al declive en la administración de los bienes rurales 
de la Orden de Predicadores en Tunja (recuérdese que se redujeron de todas formas a menos de 
la mitad) podría aplicarse a su vez para el caso de los conventuales de San José. Según este autor,  
las múltiples tareas administrativas de las haciendas pudieron haber ido en detrimento de 

9 El inventario incluía, entre otros bienes, diez esclavos, la casa principal con confesionario y campana, 
animales de carga, herramientas, muebles, cosechas y siembras de maíz.

10 Estas dos nuevas escrituras se hicieron sobre el mismo inventario de la primera (excepto los dos 
esclavos), a favor de Pedro Martínez (como principal) e Hilario de la Espriella (como fiador).
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las prácticas evangelizadoras y educativas de los dominicos, lo cual obligó a los directivos 
de los conventos a darlas en arriendo por ciertos periodos, aun a riesgo de retrasos en los 
pagos por parte de los ocupantes, de pleitos judiciales o de múltiples perjuicios del bien 
inmueble por el mal uso. Estas cesiones se hacían además a sabiendas de que las entradas 
eran absolutamente ínfimas con relación a las rentas que se pudieran obtener si se explotasen 
directamente (Alzate, 2012, p. 51).

Empréstitos y censos

Aunque para la segunda década del siglo XIX las órdenes religiosas en la América española se 
vieron seriamente afectadas en el plano económico a causa de la misma insubsistencia financiera 
de sus deudores, de los desmanes ocasionados en sus bienes durante el proceso emancipador y 
de las políticas de los nuevos regímenes que pretendieron restarles poder, es innegable, a su vez, 
que a través del siglo XVIII varios conventos, tanto femeninos como masculinos, tuvieron una 
sólida economía, llegando incluso a impulsar el desarrollo material de las ciudades y provincias 
en las cuales se ubicaron. 

Por ejemplo, entre los conventos femeninos más acaudalados de Nueva España se 
encontraban los claustros en Ciudad de México (la Concepción, la Encarnación, Santa 
Catalina, Jesús María, Regina Coeli, entre otros), cuyas riquezas provenían de las dotes 
pagadas por las familias de las novicias y de los donativos en dinero o bienes efectuados por los 
devotos (Lavrín, 1973, pp. 91-122). También las religiosas en Puebla, (clarisas, dominicas y 
benedictinas) tuvieron un peso determinante en la configuración de la estructura urbana con 
los claustros y las demás edificaciones o casas que hicieron parte de su patrimonio. En términos 
generales, los recursos económicos de las monjas poblanas fueron invertidos localmente en obras 
sociales (como el socorro de los pobres) y públicas (como la construcción de las acequias que 
conducían el agua por la ciudad), en cuanto beneficiaron a los particulares con sus préstamos 
(Loreto, 2000). En Cuzco (Perú), los conventos femeninos (sobre todo, los claustros de Santa 
Clara y Santa Catalina) lograron también reunir un patrimonio considerable durante esta 
centuria, con lo que propiciaron la expansión económica de sus residentes, quienes recurrieron 
a los créditos ofrecidos por las religiosas (Burns, 2008). 

De las órdenes religiosas masculinas se sabe, por ejemplo, que hasta el momento de su 
expulsión (1767) los jesuitas fueron grandes prestamistas, inversionistas y administradores de 
bienes (haciendas, colegios, conventos e iglesias, entre otros) en la Nueva España (Chevalier, 
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1999, pp 35-78), el Nuevo Reino de Granada (Colmenares, 1998), el Virreinato del Perú 
(Burrieza, 2004) y el Río de la Plata (Alvero, 2005). Otras órdenes masculinas en el Río de la 
Plata (como los dominicos, los franciscanos, los agustinos y los capuchinos), hacia la segunda 
mitad del siglo XVIII y la primera década del XIX se constituyeron en los bancos de la época. 
Las personas que recurrieron a los conventuales en busca de préstamos fueron en mayor número 
hacendados, comerciantes y militares. Los requerimientos exigidos para acceder a un préstamo 
eran ser libres, gozar de razón y tener propiedades o fincas que las órdenes juzgaran satisfactorias, 
con el fin de constituir censos consignativos o redimibles (Peire, 2000, pp. 13-56).

En el caso de la Orden de Predicadores, por mandato de sus estatutos, los religiosos debían 
administrar sus beneficios y capitales de tal manera que rindieran lo suficiente para sostener a sus 
miembros, sufragar todo lo necesario para el apostolado, cuidar los bienes (muebles e inmuebles) 
y sortear imprevistos y calamidades. Durante el período colonial esta premisa convirtió a los 
conventos del Nuevo Mundo en unos de los mayores prestamistas de dinero, como hicieran sus 
pares y referentes de Europa desde el final de la Edad Media y durante todo el Renacimiento 
(Ferreira, 2001)11. Esta vocación rentística se veía estimulada además por “la escasez de capital, 
que en la Nueva Granda se debió a la decadencia de la Encomienda y la minería y a las depresiones 
económicas consecuentes que se dieron en el siglo XVII y primera mitad del XVIII” (Plata, 2012, 
p. 138)12. 

11 Durante la época colonial no sólo las órdenes religiosas sino el clero en general, fue el poseedor “de 
la mayor parte del dinero ‘usual y corriente’ disponible. La riqueza de la Iglesia provenía de los diezmos, las 
fundaciones piadosas, los fondos de cofradías y las limosnas; así como de la acumulación de capitales que 
algunas instituciones lograron a través de los años. En el manejo de su riqueza, la mayoría de las instituciones 
eclesiásticas mostró una clara vocación rentística mucho más acentuada que su interés por convertirse en 
grandes propietarias, pues preferían invertir su dinero en el sector financiero a través de préstamos a censo, 
antes que dedicarse a adquirir, administrar y explotar bienes tanto urbanos como rurales. La excepción a esta 
generalización fue la Compañía de Jesús, que a través de sus colegios y conventos administró directamente 
sus propiedades y participó en los procesos de producción y comercialización de los productos de sus 
haciendas, con matices empresariales bien definidos” (Ferreira, 2001, p. 80). 

12 “Aunque los conventos tenían entradas económicas diversas, tales como productos de hacienda, 
limosnas, misas y réditos de censos de capellanías, fueron estos últimos los que les dieron los mayores 
ingresos. Había distintos tipos de censos (consignativos, reservativos, vitalicios, entre otros) los más 
utilizados por las comunidades religiosas fueron los de tipo “consignativo” redimible, que consistían en la 
adquisición de un capital bajo la garantía de un bien inmueble, sujeto al gravamen de una pensión anual. 
Era un procedimiento semejante a una hipoteca, pero se diferenciaba en que el censuatario conservaba el 
pleno derecho sobre el bien inmueble y podía venderlo o enajenarlo, si el comprador aceptaba el censo y las 
obligaciones que se derivaban del mismo y el censualista daba la autorización” (Plata, 2012, p. 139). 
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La actuación del Convento San José de Cartagena de Indias a modo de banco queda en 
evidencia en las largas listas de prestatarios, levantadas periódicamente por el síndico o el notario 
conventual para mostrar el talante de las rentas. En dichos registros se asentaba el nombre del 
deudor y el estado de su cuenta, señalando el monto de los intereses anuales (que se gravaban al 
5%) y si estaba al día o no en el pago de la respectiva obligación.

Entre los deudores del Convento se encontraban otras órdenes de regulares, como los 
padres de San Francisco que recibieron un empréstito por 400 pesos, y los “señores curas de la 
Santísima Trinidad” (o de la Orden Trinitaria) que tomaron otro por 300. También algunos 
clérigos seculares, como el presbítero Andrés Suárez, quien pagaba 17 pesos y 4 reales de intereses 
anuales por los 348 pesos que le prestaron (APDC, 1817, f. 59).

A la muerte del titular de la deuda, en algunos casos los parientes seguían con el pago de los  
réditos, de tal manera que no fuera expropiado el inmueble dado como garantía. Por ejemplo,  
los hijos de don “Maubricio [sic] Carrasquilla” cumplían con la obligación de 57 pesos y 4 reales 
por los 1148 pesos que le prestaron a su padre. Igual compromiso adquirieron los herederos de 
doña María Merced Piñero (quienes pagaban 25 pesos de intereses), las hijas de don José Noble 
(que daban 60) y la viuda de don Andrés Ortega (que pagaba 60 pesos y 5 reales) (APDC, 1817, 
f. 59). Si ninguno de los deudos se responsabilizaba del crédito, el Convento se convertía en 
propietario del bien, el cual se podía vender o dar en alquiler. De ahí la relación tan fluctuante de 
casas y huertas que figuraban en el haber conventual.

El ramo de la economía del Claustro correspondiente a los réditos por censos tampoco 
permaneció al margen de los incidentes de la guerra. Por el contrario, después del arrasador 
sitio de 1815 es evidente el retraso (en algunos casos de varios años) en el pago de intereses 
por parte de casi todos los deudores. Como se registra en un informe de 1817, los pagos 
habían cesado incluso desde 1814. Además de las moras, el principal desangre de los caudales 
del Convento se originó por la usurpación en el recaudo efectuado por la Junta de Gobierno 
de Cartagena, pues en no pocos de los registros se asienta que la deuda fue “[redimida] a 
favor de los insurgentes o del Estado”, e incluso que varios de los deudores habían empezado 
a pagar con los billetes emitidos por las autoridades republicanas; billetes que se fueron 
depreciando muy por debajo de su importe original. En carta al provincial Francisco de 
Paula Ley, el prior fray Vicente de la Bastida aseguraba que las grandes limitaciones del 
Claustro se originaban en lo deteriorado de sus rentas, “no porque ellas [hubieran] perdido 
algo de su totalidad, sino porque los pagos se les [hacían] en billetes, [por entonces] la 
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moneda corriente, los cuales [habían] desmerecido unas seis partes de su valor” (Báez, s. f. 
[vol. 6], p. 115)13.

Por otro lado, los grandes movimientos de tropas devastaron o dejaron muy estropeadas 
varias de las propiedades, tanto aquellas dadas en garantía por los prestatarios como las que se 
tenían para arrendar. Por ejemplo, a la casa empeñada por doña Bonifacia Noreña “las tropas le 
quitaron las puertas y ventanas y quedó arruinada”; don Teodoro Escobar dejó de pagar los 50 
pesos de intereses “porque la finca [en prenda] la derribaron los insurgentes y quedó perdida”; en 
la parcela hipotecada por Nicolás Delfín los militares “le tumbaron 3 viviendas que tenía” y ya 
nadie la alquilaba; finalmente, el huerto de doña Colonia de Soto que, ocupado por las tropas, 
quedó convertido en “un solar inútil”. Igual suerte corrieron los potreros o solares de propiedad 
del Convento conocidos como de la Serrezuela y de la Calle de las Palmas, donde tras el paso de 
las huestes “sólo [quedó] la tierra” (APDC, 1817, f. 59).

Ante la profunda crisis económica experimentada por los habitantes de Cartagena, muchos 
que simplemente no tenían medios suficientes para hacerle frente a sus compromisos monetarios 
y evitar los embargos se vieron en la necesidad de emigrar. Así, por la desaparición o la notoria 
indigencia y pobreza del deudor, los frailes registraban frente a su cuenta la lapidaria sentencia 
“sin esperanzas” (APDC, 1817, f. 59).

Egresos del Convento

Por su parte, los egresos o gastos se repartían entre la manutención de los conventuales, las 
fiestas religiosas, las refacciones de las edificaciones (incluida la iglesia) y el pago de tributos y 
“obligaciones” periódicas del Convento con la Provincia de San Antonino.

A pesar de que los frailes intentaron llevar una juiciosa administración de las rentas y bienes, 
en la segunda mitad del siglo XVIII se evidencia un déficit progresivo entre el recibo y el gasto. 

13 Tras la ocupación del Ejército Pacificador, varias instituciones religiosas, entre ellas el Colegio 
Real y Seminario de San Carlos —creado con varias de las temporalidades y cargas pías de los jesuitas 
expatriados—, el Convento de las Carmelitas, de las Clarisas y el de los padres de Santo Domingo, le 
exigieron a las autoridades realistas hacer claridad sobre la validez o no de las redenciones hechas en papel 
moneda por el gobierno Republicano, dado el elevado número de individuos que alegaba la cesación o 
disminución de las obligaciones adquiridas con ellas por concepto de préstamos y censos (APDC, 1818, f. 
142).



Carlos Mario Alzate Montes, O.P./Fabián Leonardo Benavides Silva/Andrés Mauricio Escobar Herrera90

Esta tendencia se agudizó hacia la segunda década del siglo XIX debido a los estragos dejados 
por las guerras de Independencia. Con la destrucción de muchas de las casas, la usurpación 
de los solares, el abandono de las haciendas y la dispersión o desaparición de los deudores y 
arrendatarios, la situación material del Convento llegó a un punto irreversible, determinante en 
gran medida en la extinción de la obra de los Padres Predicadores en Cartagena.

La manutención de los conventuales

La manutención de los conventuales residentes en el Convento San José implicaba varios de 
gastos: algunos cotidianos como la alimentación, la barbería y la compra de medicinas, vestiduras 
y calzado, tanto para los frailes como para sus criados y esclavos; otros más ocasionales o periódicos 
como los pagos por los servicios prestados por el médico de cabecera y el abogado, así como las 
propinas o estipendios para algunos de los religiosos de acuerdo con ciertas labores o cargos.

Según la relación de egresos de 1771, los gastos anuales del Claustro ascendían a 4.916 
pesos repartidos así: 2.102 del gasto diario para los 28 religiosos existentes (con doble asignación 
para el prelado); 1.277 del pan diario (también doble para el superior); 50 pesos de asignación 
anual para el abogado que los representaba en algunos negocios y diligencias14; otros 50 de la 
contrata con el boticario para suministrarles las medicinas; 50 para el pago anual del médico que 
los atendía en sus dolencias y enfermedades; 64 pesos para el barbero; 72 del salario del cocinero; 
48 para mandar lavar las ropas de la sacristía; 196 de las cuatro velas que ponían en el templo 
todos los sábados; 57 para el gasto del chocolate, los zapatos y el pago de los postas y correos 
(tanto terrestres como marítimos); 18 para los zapatos del padre procurador; 50 pesos del vino y 
las ostias y 240 de los tres quintales de cera que consumía el Convento cada año (APDC, 1771, 
f. 18). Además, daban una retribución al padre prior de 50 pesos, otra de 150 al padre prelado 
(más otros 40 por oficios extraordinarios) y una gratificación de 3 pesos para cada fraile todos 
los Jueves Santos y los días de Santo Domingo, que sumadas ascendían a 169 al año. En el gasto 
también se computaban los pagos de los tributos u obligaciones con la Provincia, en este caso 220 

14 Según parece, además de la asignación anual para el jurisconsulto, según las necesidades los padres 
debían invertir en trámites y otras diligencias legales. Por ejemplo, se conserva un escrito del obispo de 
Cartagena fray José Díaz de la Madrid O. F. M. en el cual le ordena al prior José Antonio Pontón pagar la 
cantidad de 79 pesos al notario Manuel José Román, por la escritura de la hacienda Sábalos (APDC, 1786, 
f. 6).
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pesos de la contribución anual y otros 20 de la “Derrama de Capítulo” (por la cual se pagaban 80 
pesos cada cuatro años) (APDC, 1771, f. 18).

En otra lista de gastos correspondiente a 1790 se declaran prácticamente los mismos insumos 
y servicios, aunque el cómputo general apenas suma 3.410 pesos, es decir, 1.506 menos con 
relación a 1771 (APDC, 1790, ff. 16-16v). La diferencia entre ambas partidas es notoria, sobre 
todo si se tiene en cuenta el lapso de diecinueve años entre ellas, durante el cual era de esperarse 
un sobrecosto o incremento en el valor de cada rubro. Esta rebaja en el gasto podría explicarse 
quizá por un descenso en el número de residentes en el Convento (de religiosos e incluso de 
empleados y esclavos). Lamentablemente el documento de 1790 no precisa este dato, a diferencia 
de la relación de 1771 en la cual se registran 27 religiosos. De todas maneras, es probable que 
la nómina no bajara de entre 20 y 22 frailes, pues el monto anual del gasto diario de una a otra 
relación es muy cercano (2.102 pesos en la primera y 2.520 en la segunda). 

Sin embargo, son innegables los signos de una marcada crisis económica en el Convento, 
la cual incluso se reflejó en la adopción de un régimen alimenticio más austero para los frailes. 
Concretamente, para contrarrestar los apuros económicos el prior del Convento, fray Pablo 
González, se comprometió a “desterrar” entre los conventuales de San José la costumbre de 
“tomar dos huevos sobre la sopa en días de abstinencia” y a darles un postre o “desengrazo” 
menos suculento, el cual se redujo a “un poquillo de miel” (APDC, 1792a, f. 19v).

Otro documento de 1799 registraba la permanencia de 20 regulares, quienes se sustentaban 
con un egreso diario que sumaba anualmente 2.190 pesos (apenas 88 pesos más que 28 años 
atrás); hecho que mostraría una notoria tendencia al estatismo de los precios o a una restricción 
o “economía” del consumo por parte de los padres de San José. Por ejemplo, el consumo diario 
de alimentos para ese año oscilaba entre 6 y 7 pesos y se componía de las siguientes raciones:

En el diario de la Plaza para preparar la común refección de los Religiosos, que no pasa de una 
pitanza de carne de vaca y cerdo con vetualla de ñame, yuca y plátano, un plato de arroz, y otro 
de ajiaco, y un corto desengraso para medio día, y para la noche solo un plato de arroz, se gastan 
en el presente tiempo, cada día, $6 pesos, 4 reales por semana, y en los días de abstinencia 7 
pesos y medio; pero porque algunos días se logran más baratos los víveres, hacemos el computo 
de solo $6 pesos 4 reales. Aquí entran la mantención, de los esclavos y oficiales seculares […] 
(APDC, 1799, ff. 19-58).

De todas maneras, ya fuera por una mayor racionalización de la compra o por una limitación 
impuesta por la crisis que se ha venido señalando, los gastos del Convento dominicano de 
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Cartagena muestran otras particularidades que vale la pena resaltar. Por ejemplo, el consumo de 
“papel sellado para demandas y presentaciones” importaba al año poco más de 20 pesos, mientras 
que “el papel, tinta y cañones para el gasto del Convento, incluso [los que daban] a los Padres 
Lectores y Estudiantes”, sumaban 33 pesos y 4 reales anuales (APDC, 1799, f. 38).

El Claustro también pagaba intereses por créditos, entre otros, “16 pesos y cuatro reales 
al Monasterio de [monjas] Carmelitas por dos principales sobre dos solares” y 58 pesos por un 
capital sobre la hacienda de Arjonita tomado a un prestamista particular (APDC, 1790, f. 16v).

La posición de la ciudad como el principal puerto del Virreinato obligaba a los conventuales 
de San José a oficiar como emisores y receptores de la correspondencia y de otras mercaderías.  
En la relación de egresos de 1787 se registran 8 reales por el reenvío de dos cartas que el padre 
Vicario Provincial remitió desde Santafé al Prior del Convento Santo Domingo en la ciudad 
de Santa Marta, otros 4 por reenviar a la capital virreinal un “pliego” con algunas libranzas, 
poderes y certificados remitidos desde Madrid, y 4 pesos por remitir a España los “1.250 en 
doblones” correspondientes al “dinero de Provincia” que se embarcó “en el navío San Zenón”. 
También 16 pesos y 5 reales y medio por la compra de “un barrilito de clavos de medio almud 
con peso de dos arrobas y 10 libras” para el Convento de Santafé, otros 79 pesos por “tres 
quintales (300 kilos) de clavos de enmaderar pedidos por el provincial fray Juan José Rojas” 
y 8 pesos y 2 reales y medio por el flete desde Cartagena, incluidos 10 reales y medio que 
cobraron los carretilleros por “acondicionar la clavazón dicha en tres cajones y llevarlos desde 
el Convento a la aduana” (APDC, 1787a, f. 7). Igual diligencia había adelantado el propio 
padre Juan José unos años antes, cuando embarcó con destino a Santafé, “en el bote de don 
Joaquín Bisval, tres cajones (numerados 1 a 3 con la marca R)” llenos de libros importados, 
según dejó constancia en un pagaré firmado a favor de don Bartolomé Javier Morquecho, por 
373 pesos (APDC, 1778c, f. 3).

Igualmente, los viáticos para las “subidas” de los superiores que debían concurrir a capítulo 
provincial en Santafé (y sus comitivas o padres “compañeros”), así como para los negocios y 
diligencias judiciales o administrativas atendidas por el padre procurador (las visitas de haciendas, 
por ejemplo), generaban costos que se cargaban al Convento. Según el estado de las cuentas de 
1799, dichos viajes generaban gastos que podían oscilar entre 400 y 600 pesos. Por otra parte, en 
San José (quizá también por el carácter portuario de Cartagena) era muy común que se alojaran 
frailes viajeros de camino a la Península o a las provincias del interior. Según el padre provincial, 
los “recibimientos y hospedajes” de estos religiosos y “de algunos Señores Obispos y Arzobispos” 
representaban gastos extraordinarios de hasta 2.000 pesos, tal como ocurrió con la llegada de los 
padres visitadores provenientes de España en 1799. Este mismo año también se registraron 22 
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pesos y 6 reales anuales de la manutención del “hermano fray Domingo Pérez de la Provincia de 
Caracas”, quien se encontraba alojado en el Convento mientras trabajaba para el Tribunal de la 
Inquisición (APDC, 1799, f. 58).

Fiestas y ceremonias

Así como en la actualidad, durante el periodo colonial los servicios religiosos oficiados por 
las ordenes conventuales se encaminaron tanto a consagrar las prácticas rituales de la Iglesia 
(la celebración de los sacramentos), como a conmemorar los acontecimientos relevantes en la 
historia eclesiástica. Las conmemoraciones o fiestas religiosas implicaron una gran inversión de 
tiempo y dinero, pues eran eventos que congregaban a la mayoría de la población y rompían con 
su cotidianidad. De manera gradual, la Iglesia fue institucionalizando en el Nuevo Mundo un 
calendario de las fiestas, entre las cuales se destacaban la Natividad y el Año Nuevo, la Purificación, 
la Semana Mayor, el Corpus Christi, san Pedro y san Pablo, la Virgen de la Concepción y la 
Virgen del Rosario, los Aguinaldos, la Revelación de la Virgen de Chiquinquirá, san Francisco y 
el Tránsito (Llanos, 2007, pp. 50-62).

Cada orden religiosa y cada uno de los claustros en su interior daban mayor prelación a 
unas fiestas que a otras. Por ejemplo, según lo mostró Alzate (2012) con el caso del Convento 
de Tunja, paradójicamente la fiesta de santo Domingo de Guzmán (1170-1221), fundador de 
la Orden de Predicadores y patrono además de dicho Convento, se encontraba en un segundo 
plano, al menos comparada con el fasto con el que conmemoraban la fiesta de Nuestra Señora 
del Rosario.

Los conventuales de San José dispensaban varios gastos en el ramo de fiestas y ceremonias. 
La víspera de la fiesta de san Francisco, que se celebraba el 4 de octubre, se convidaba a los 
hijos de ese convento a un “refresco” o tentempié. Al día siguiente se celebraba un almuerzo al 
que acudían los miembros de ambas comunidades, agasajos que en promedio podían llegar a 
costar hasta 70 pesos (APDC, 1799, f. 41). Asimismo, los dominicos repartían “dulces” entre los 
feligreses el día de Año Nuevo y todos los Jueves Santos, cuyo coste anual rondaba los 20 pesos.

Además quemaban pólvora y repartían cajas y pitos en las procesiones, amén de las propinas, 
meriendas y manojos de tabaco para los cargueros y penitentes que llevaban las imágenes en las 
fiestas de santo Domingo (8 de agosto), san Luis Bertrán (9 de octubre), santa Rosa de Lima (23 
de agosto) y todos los demás santos y vírgenes que sacaban a las calles en la fiesta del Corpus 
Christi (60 días después del Domingo de Resurrección).
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La contrata con los músicos que amenizaban las misas y procesiones de octava de corpus (8 
días después de Corpus Christi), en vísperas de santa Rosa y san Luis, en las fiestas del Angélico 
(7 de marzo), san José (19 de marzo), san Francisco de Paula (2 de abril) y en las “Pasiones y 
Lamentaciones” de Semana Santa, sumaba al año poco más de 44 pesos (APDC, 1799, f. 42)15. 
En cada una de estas fechas se acostumbraba además mandar “componer” o decorar los altares 
del santo o la virgen que se estuviera conmemorando, refacciones que en promedio podían sumar 
hasta 60 pesos, incluidos los costos de los camarines y retablos que se montaban en las calles los 
días de octava e infraoctava de Corpus.

Además de los costes en los que incurrían los dominicos de Cartagena en estas fechas 
especiales, los demás “aniversarios, misas diarias y oficio Divino” demandaban otras cuantías 
considerables. Tan solo en cera para velas se consumían hasta cuatro quintales al año por un valor 
de 400 pesos, doce botijas de vino para las misas que costaban 102, doce botijuelas de aceite de 
cabro para las lámparas por 42 pesos y ocho libras de incienso a 1 peso cada una. En el lavado 
de la ropa de Sacristía y en mandar “acerar y fregar la iglesia dos veces al año” se gastaban 26 
pesos. También daban 42 pesos y 4 reales al año de contribución a la Provincia para “ferias” o 
celebraciones, y mandaban oficiar misas en otros conventos y templos de la ciudad, por las cuales 
pagaban 32 pesos (APDC, 1799, f. 43). Incluso los Padres Predicadores “echaban” limosnas a 
otras corporaciones religiosas de la ciudad para la celebración de sus respectivos patronos, como 
hacían, entre otros casos, al dar donativos en metálico y en cera a los ministros del Santo Oficio 
para la conmemoración de la fiesta de san Pedro Mártir (29 de abril), fraile dominico considerado 
patrón de los inquisidores (APDC, 1713, ff. 132-133).

La refacción de los edificios

El mantenimiento del mobiliario del Convento San José y de la iglesia Santo Domingo, así como los 
arreglos locativos de ambos edificios, demandó por parte de sus frailes sumas periódicas de dinero. Al 
parecer, los temporales y la humedad, tan característicos de una ciudad costera como Cartagena de 

15 Según parece, para “dar cumplimiento a las cargas espirituales que [exigían] solemnidad de música 
conforme a la mente de sus fundadores”, y por “carecer para ello de todo instrumento músico”, en 1779 la 
Junta de Temporalidades de Cartagena le transfirió al Convento San José el órgano que había pertenecido 
al Colegio de la Compañía en esa ciudad. El instrumento fue empotrado en el coro de la iglesia (APDC, 
1779, ff. 136-137).
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Indias, hacían que dicho mantenimiento fuera un ramo casi permanente de los egresos del Claustro. 
Sobre este particular existen reiterados reportes hacia la segunda mitad del siglo XVIII y comienzos 
del XIX, en los cuales los padres predicadores informaron sobre el mal estado de algunas secciones del  
Convento y de la imposibilidad de comprar materiales de construcción.

En una carta enviada a fray Francisco de la Guelga en Santafé, el padre Pedro José 
Rossi le informó a este, entre otros asuntos, que “el claustro general que [iba] para el coro se 
[estaba] viniendo abajo, fuera de otros mil reparos que [necesitaba] para durar algunos años” 
(APDC, 1787b, f. 24). La principal preocupación de fray Pedro radicaba en que, no obstante 
el evidente deterioro de los techos y muros, las arcas conventuales se encontraban por entonces 
“sin advitrio [sic] alguno para poder comprar madera, cal, etc.”, al punto que el religioso 
indicó que era preferible “hacer dejación del empleo” de prior en Cartagena para “[quitarse] 
de pasar tantas angustias” (APDC, 1787b, f. 24).

Con base en la relación de egresos del Convento correspondiente a 1789, se puede colegir 
que los arreglos y la compra de materiales requeridos en el Claustro e iglesia por ese concepto 
significaron cuotas onerosas para los conventuales, pues “por gastos de inclemencia de tiempo [y] 
erupción de la mar”, se tazaba un descargo de 16.600 pesos (APDC, 1789a, f. 13).

En 1792, el prior de San José, fray Pablo González, le manifestó en un informe enviado al 
padre visitador fray Manuel León que la falta de recursos para el mantenimiento del convento 
y la iglesia había obligado a “interrumpir la costumbre de tapar [las] goteras anualmente”, lo 
cual, tras un largo período de lluvias, se manifestaba en la notoria “corrupción de las maderas” 
(APDC, 1792a, f. 19v).

Según el padre González, el deterioro de los techos de las edificaciones obedecía a que la 
multitud de “fatigas, necesidades y demasiados trabajos” a los que se veía abocado el Claustro, 
sumanda a la poca efectividad de los propios frailes en el recaudo de las deudas, había impedido 
desde tres años atrás efectuar las refacciones necesarias. Este hecho redundaba aún más en la 
crisis económica del Convento, pues las “tres casitas” cuyos arriendos alimentaban su depósito 
amenazaban ruina por las filtraciones y ya nadie las tomaba en alquiler (APDC, 1792a, f. 20).

El progresivo deterioro del Claustro se vio acelerado por su uso como cuartel militar desde 
1814, justo en el momento en el que, como se ha venido señalando, la economía conventual 
entró en un punto de crisis irreversible. Tras la salida del Batallón Real N° 2 en abril de 1818, 
cuerpo del Ejército Pacificador que lo ocupó desde finales de 1815, las considerables averías 
dejaron varias secciones del Convento prácticamente inhabitables. Según representación elevada 
por fray Agustín Sánchez ante el Rey, las piezas ocupadas por la tropa quedaron “desenladrilladas 
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y descubiertas las tablas del piso, y las puertas y ventanas de casi todas las celdas [habían] sido 
arrancadas” (citado por Plata, 2010, p. 97)16.

Impuestos y contribuciones

Todos los conventos y casas de la Orden de Predicadores en el Nuevo Reino de Granada pagaban 
un impuesto o contribución periódica a la Provincia de San Antonino denominada “derrama”, la 
cual se destinaba a sufragar los gastos para la celebración del capítulo provincial cada cuatro años 
en la capital del Virreinato. En el caso del Convento San José, la cifra estipulada por este tributo 
era de 80 pesos, los cuales se descargaban de las cuentas del Claustro en partidas de 20 pesos cada 
año. Además de este impuesto, los conventuales estaban en la obligación de dar “contribuciones” 
anuales a la Provincia de San Antonino, equivalentes al 30% de todas las ganancias o “réditos” 
obtenidos por los servicios religiosos, los préstamos a particulares y los arriendos de los bienes 
inmuebles. La liquidación de este porcentaje estaba organizada en pagos semestrales —emulando 
el calendario tributario de la época— denominados los tercios de san Juan y de Navidad17.

Para organizar este recaudo en todo el territorio, los superiores provinciales dispusieron 
que los conventos, ubicados en las ciudades que fueran cabeza o “gobierno” de las provincias 
o divisiones territoriales del Virreinato, recabaran estos recursos entre sus pares de la región. 
Dicha disposición convirtió en tributarios del Convento de Cartagena a las casas y claustros 
dominicanos de Pueblo Nuevo (o Valencia de Jesús), Santa Marta, Valledupar, Mompox, 
Tolú, Riohacha y Usiacurí. Los montos de las tributaciones de estos conventos, conventillos 
y parroquias variaban de acuerdo con la capacidad económica de cada uno, tal como se 
aprecia en esta muestra del libro de cuentas del Convento San José, correspondiente al 
periodo comprendido entre 1787 y 1788:

16 Según el padre prior eran necesarios para componer el Claustro al menos “[seis] puertas, [treinta 
y cinco] hojas de ventana, [siete] cerraduras con sus cerrojos y llaves, una docena de tablas para los pisos, 
[novecientos] ladrillos toscos, nueve carros de cal, nueve carretadas de arena y un pilar” Representación del 
Convento San José, Cartagena, 18 de abril de 1818. AGN, Colonia, Conventos, t. 33, ff. 21-23 (citado por 
Plata, 2010, p. 97).

17 Se conocía como Tercio de san Juan a la primera mitad del tributo anual en especie impuesto a los 
pueblos de indios, el cual se debía pagar el 24 de junio, día de la fiesta de este santo. El Tercio de Navidad 
correspondía al segundo pago, el cual debía verificarse el 24 de diciembre (Velázquez, 2005, p. 120).
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Usiacurí---recibí del Padre Cura Fr. Manuel toca cincuenta pesos de un año cumplido en San 
Juan de ochenta y siete.

Santa Marta---recibí del M. R. P. M. Fr. Joaquín Vélez treinta pesos cuatro reales y medio a 
cuenta de mayor deuda a Provincia como Vicario Prior de dicho Convento.

Valle Dupar---Recibí del R. P. Fr. Juan de León como vicario Prior del convento de Valle 
Dupar cincuenta pesos y mandó a decir que eran los veinte y cinco del tercio de navidad del año 
de 87 y los otros 25 del de San Juan de 88.

Usiaqurí---recibí del R. P. Cura de Usiaqurí cincuenta pesos del año cumplido de San Juan de 88.

Rio de la hacha---recibí del mayordomo de esta ciudad (Cartagena) cuarenta pesos del principal 
de ochocientos pesos pertenecientes al convento del Rio de la hacha impuesto sobre la casa 
palacio de los señores gobernadores cumplidos por la navidad del 87.

Tolú---recibí del P. Fr. José Admiñaorta como Vicario Prior del convento de Tolú cuarenta y 
dos pesos cuatro reales los cuales aplico en esta forma: los cuarenta de la Derrama del capítulo 
provincial, los dos para procurador y los cuatro reales quedan a favor de lo que adeuda a provincia 
desde San Juan del 87 hasta San Juan del 89 que a razón de treinta pesos por año son sesenta 
pesos y del capítulo provincial de este mismo año de 88 queda debiendo de actas cuatro pesos, 
de boda diez y solo quedan para esto los cuatro reales dichos (APDC, 1787a, f. 8).

Vale la pena resaltar del fragmento anterior que para cumplir con las obligaciones atrasadas 
los conventos cedían incluso los réditos que recibían por censos, como se aprecia en el pago 
del Convento de Riohacha. También el notorio atraso en las entregas del Claustro dominico 
de la villa de Tolú, situación a la que, sin embargo, también se vio enfrentado el Convento 
cartagenero. De hecho, para comienzos de la década de 1790, la suspensión del pago de derramas 
y todo tipo de contribuciones desde cinco años atrás, obligó a las autoridades de la Provincia de 
San Antonino a enviar al padre colector de la Orden, fray Manuel León, a efectuar una visita con 
el expreso mandato de no regresar a Santafé hasta tanto no se saldara el atraso.

Según las cuentas del padre León, para 1791 la deuda de los dominicos de Cartagena 
ascendía a 1.250 pesos repartidos así: 1.050 pesos correspondientes a las contribuciones 
comprendidas entre los tercios de navidad de 1786 a 1791 (“cinco años cabales” a razón 
de 210 pesos cada uno); 80 pesos de la derrama del Capítulo Provincial celebrado en 1789; 
y 120 pesos de las obligaciones o impuestos abonados por el Convento de Riohacha a la 
Provincia, los cuales se entregaron —como estaba estipulado— en el Claustro de San José18, 

18 En efecto, además de los 40 pesos registrados en las cuentas de 1787 y 1788, citadas antes, también 
se conservó un certificado de pago de febrero de 1789, en el cual el padre Pedro José Rossi daba fe de haber 



Carlos Mario Alzate Montes, O.P./Fabián Leonardo Benavides Silva/Andrés Mauricio Escobar Herrera98

pero que este último de manera irregular nunca se los entregó las autoridades provinciales 
en Santafé (APDC, 1792e, f. 8)19. 

De esta deuda los padres predicadores apenas pudieron abonar 120 pesos tomados “de dos 
meses de réditos de dos casitas”. Los 1.130 restantes fueron reclamados por el padre colector, 
encareciendo “que se [satisficieran] sin la menor demora, teniendo presente que sin evacuar este 
asunto [él no podía] salir del convento” (APDC, 1792e, f. 8). 

Este perentorio aviso para saldar toda deuda con la Provincia llevó a los conventuales a idear 
algunas estrategias para sortear la situación. En carta del 7 de mayo de 1792, le plantearon al 
padre fray Manuel León que, considerando la “indigencia” en la que se hallaban y la “prontitud” 
con la que se debían satisfacer los desembolsos, se le permitiera al Convento liquidar los tributos 
atrasados con la lámpara del altar o alguna otra de las “prendas” o “alhajas” del templo. Asimismo, 
pretendían que se les descontaran de la deuda 670 pesos, 2 reales y 1 cuartillo por los gastos de la 
manutención y el hospedaje del padre visitador fray Ángel de Azcoytia, enviado por el Rey para 
inspeccionar todos los conventos de la Costa Caribe20. Según los frailes, de no establecerse alguno 

recibido otros 40 pesos del Mayordomo de Propios de Cartagena, por los réditos sobre la casa de palacio, la 
cual pertenecía a los haberes o propiedades del Convento de Riohacha (APDC, 1789b, f. 14). 

19 Según la cuenta del Convento San José con la Provincia, para 1792, incluso ya el tercio de san Juan 
de ese año, el débito sumaba 1.681 pesos (APDC, 1792d, f. 11).

20 Esta visita revistió una importancia singular, pues se organizó en respuesta a la Real instrucción para 
restablecer la disciplina monástica (16 de octubre de 1769), dictada por el rey Carlos III. La finalidad de “la 
visita practicada a las Órdenes religiosas de América en la década de 1770 era la de tratar de introducirlas 
en el regalismo y mermar su independencia e influencia social” (Plata, 2012, p. 194). A tal punto llegaba la 
desconfianza frente al ambiente que imperaba en los conventos americanos, que el mismo maestro general de  
la Orden de Predicadores, fray Juan Tomás de Boxadors, recomendaba que como garantía de la probidad  
de los visitadores enviados a Indias, entre cuyas prendas debía sobresalir la fidelidad al Rey, se privilegiaran 
para tal encargo a los españoles que vivieran en España por sobre los peninsulares radicados en América. No 
hay que olvidar que esta fue la época en la que el virrey Manuel Guirior diría en su Relación de mando (18 de 
enero de 1776), que urgía una reforma general del clero regular, dados “los muchos desórdenes dimanados 
de la libertad con que suelen vagar fuera de sus conventos, sin sujeción, formándose privados peculios y 
valiéndose para ello de todos los medios que presenta la ambición” (Colmenares, 1989b [vol. 1], p. 281). 
La visita de los conventos dominicos tuvo múltiples inconvenientes y retrasos, ocasionados principalmente 
por la negativa de trasladarse a América por parte de los frailes designados, llegando a excusarse hasta tres 
de ellos. Finalmente (aunque también trataron de recusar la obligación) fueron enviados los padres fray 
Sebastián Pier (para los conventos del interior de la Provincia de San Antonino, incluido el de la capital), 
fray Lucas Vara (para los conventos de la Provincia de Quito, la cual comprendía los del sureste de la Nueva 
Granada) y el ya citado fray Ángel Azcoytia (Plata, 2012, p. 196).
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de estos “desahogos”, les resultaba imposible cumplir con las deudas “sin faltar a la precisa diaria 
mantención de los religiosos”, dada la iliquidez de sus arcas y la dificultad de recaudar entre los 
deudores semejante suma y en tan corto plazo (APDC, 1792c, f. 9). 

Esta solicitud fue repudiada por fray Manuel León por varias razones. En el caso del 
hospedaje del padre Azcoytia, argumentó que de darle aprobación a ese descuento el Convento 
de Santafé tendría el mismo derecho , pues allí se alojaron dos padres visitadores por ese mismo 
periodo. Además, para él, aún sin la dignidad de visitador, bastaba el carácter de religioso para 
que el Convento lo hubiera asistido, máxime cuando dicho padre “echó derrama de 117 pesos” 
en el Convento, los cuales no pasaron a la Provincia (APDC, 1792b, f. 8). En lo concerniente a 
la lámpara, el padre León señaló que no estaba facultado para recibir objetos de ninguna índole 
como pago. Finalmente, advirtió que si el día 19 de mayo no habían sido pagados los 1.130 pesos 
a los cuales tenía derecho la Provincia por cinco años de contribuciones y derrama, los tomaría 
“forzosamente a ley de comercio, que [por entonces era] al 10 por 100” (APDC, 1792b, f. 9).

Ante los categóricos términos de la respuesta, los conventuales se dieron a la tarea de exigirle 
a sus prestatarios o deudores los dineros atrasados, sobre todo a los arrendatarios de los predios 
o bienes inmuebles de la Orden, a través de acuerdos de pago, so pena de embargos y demandas. 
Por ejemplo, como consta en el certificado de liquidación de la deuda de Mateo Márquez, quien 
tuvo por varios años arrendada la parcela o huerta ubicada en el solar del Convento (incluida la 
“casita” en que vivía), “dentro del preciso  [término] de seis meses [se obligó] a pagar la cantidad 
los doscientos setenta [y] ocho pesos y seis reales a que [ascendía su] mora, [comprometiendo 
su] persona y bienes habidos y por haber”. Incluso autorizó al padre prelado Pedro José Rossi 
a “[demandarlo] ante cualesquiera justicias de Su Majestad y trabar embargo en [sus] bienes si 
al cumplimiento de dichos seis meses no hubiere satisfecho el total” (APDC, 1792d, f. 140)21.

21 Vale agregar que quien escribe y firma el documento a nombre del señor Márquez, por ser 
“iletrado”, es el mismo padre Rossi.



Generoso Jaspe. Fusilamiento de los próceres de Cartagena en 1816. 49 x 67 cm. 1886. Litografía 
en color. Colección Museo Nacional de Colombia. Reg. 829.


